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Pereira, agosto quince (15) de dos mil ocho (2008).
ACTA DE AUDIENCIA PÚBLICA No. 453
SEGUNDA INSTANCIA

	Hora: 
	8:30 a.m.

	Imputado: 
	Milton Yovany Gutiérrez Agudelo

	Cédula de ciudadanía No:
	18’519.455 de Dosquebradas (Rda.)

	Delito:
	Hurto Calificado-Agravado y Porte de Arma

	Víctima:
	Jhon Jairo Villada Barco

	Procedencia:
	Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra la sentencia de condena de fecha 25 de marzo de 2008. 


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Dan cuenta los registros, que en la madrugada -2:50 horas- del tres (3) de febrero próximo pasado, el aquí imputado GUTIÉRREZ AGUDELO en compañía de un menor de edad, abordaron un vehículo de servicio público -taxi- al frente del Portal de “Las Mercedes” en el barro Cuba de esta capital y solicitaron una carrera al barrio Santiago Londoño; una vez allí, preguntaron cuánto debían y acto seguido le enseñaron al conductor dos armas de fuego intimidándolo para obtener la entrega del dinero fruto de su realizo, apropiándose de esa forma de $180.000.oo y de un celular. Los antisociales huyeron y miembros de la Policía Nacional, avisados por el motorista afectado, lograron la aprehensión de los cacos en un lote baldío del barrio Patiño Amariles sector Frailes de esta ciudad, con la consiguiente recuperación de una de ellas que había sido arrojada en la fuga luego de ser disparada contra los uniformados. Lo hurtado fue estimado en la suma de $300.000.oo.
1.2.- Con fundamento en ese factum y a instancias de la Fiscalía, se llevaron a cabo las audiencias preliminares ante el Juzgado Primero Penal Municipal con funciones de Control de Garantías, por medio de las cuales: (i) se legalizó la captura del adulto involucrado; (ii) se imputó el cargo de Hurto Calificado-Agravado (art. 239, 240 inciso 2º -violencia contra las personas- y 241.10 -por pluralidad de personas acordadas para el efecto- del Código Penal) y Porte Ilegal de Arma de fuego (art. 365 ibidem), los cuales ACEPTÓ el indiciado; y (iii) se decretó como medida de aseguramiento la detención preventiva en centro carcelario.
1.3.- En atención a la aceptación de cargos, el trámite continuó ante el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas con funciones de conocimiento, cuya titular convocó para la respectiva audiencia de individualización de pena y sentencia al cabo de la cual declaró penalmente responsable al aquí comprometido y le impuso como sanción privativa de la libertad la de 36 meses de prisión; igualmente, la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual término, sin lugar al subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.
1.4.- El profesional del derecho que ejerce la defensa, no estuvo de acuerdo con la determinación adoptada y la impugnó, motivo por el cual los registros fueron enviados a esta colegiatura para desatar la alzada.
2.- El Debate

2.1.- Defensor -recurrente-

Indica que centrará su inconformidad en lo atinente con la dosificación de la pena y en esa dirección expone:
- Es verdad que el hecho fue grave, pero la pena fue excesiva en atención a que la funcionaria no partió del mínimo del cuarto inferior punitivo sino de un monto mayor, sin atender la actitud post-delictual del justiciable.
- Adicionalmente, al momento de hacer el incremento por el concurso con la conducta contra la Seguridad Pública por el Porte de Arma, la sentenciadora obró como si se tratara de un tipo penal independiente y no según los lineamientos de la figura concursal que nos habla de imponer “hasta el otro tanto del delito de mayor gravedad”.
- También debe atenderse a la condición personal de su defendido, pues se trata de un ciudadano joven, que lamentablemente incursionó en un hecho aislado de su vida al margen de la ley. De igual modo, hay lugar a reconocer que GUTIÉRREZ AGUDELO aceptó los cargos y pidió condena, actitud de la cual se espera la condigna favorabilidad en el ámbito punitivo.
- De atenderse su pretensión y por esa vía reducir el quantum, solicita de esta corporación analizar la posibilidad de conceder el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena que le fue negado en la primera instancia, en aras de impedir la estigmatización que genera el encarcelamiento.
2.2.- Procesado

Es consciente que cometió un error en su vida y está pagando por ello, pero considera que el tiempo que ha transcurrido privado de la libertad es suficiente. Por eso, solicita una disminución de la pena para poder retornar a la libertad y velar por los suyos.
2.3.- Fiscal -no recurrente-

No está de acuerdo con la posición defensiva en atención a que la Jueza obró ajustada a la normatividad vigente.

Hace énfasis en los datos que arroja la investigación para denotar la gravedad de lo acaecido, a cuyo efecto rescata que se utilizaron armas de fuego y el acriminado obró en asocio de un menor de edad con el fin de amenazar a un taxista para de ese modo obtener la ganancia ilícita.
No observa irregularidad alguna en la forma como se dosificó la pena, porque se realizó atendiendo los postulados legales propios del concurso de delitos.
En cuanto a la concesión o negación de beneficios liberatorios, estima que la modalidad del hecho no admite ese beneficio, con mayor razón cuando se sabe que para obtener la suspensión de la ejecución de la pena se exige el cumplimiento de varios requisitos.

El hecho de haber aceptado los cargos e indemnizado a la víctima, son comportamientos post-delictuales que ya tuvieron su compensación al momento de disminuir sustancialmente la pena por tales motivos y no hay lugar a obtener otra clase de beneficios por igual concepto.
3.- La Decisión

El trámite adelantado en esta causa ha estado ceñido al rito abreviado que se encuentra establecido para aquéllos que se han acogido a la imputación, sin transgredir la estructura procesal diseñada para el efecto y sin violar garantías individuales de las partes e intervinientes.
Tiene competencia este Tribunal para asumir el conocimiento de fondo acerca de la polémica que ahora se plantea por una parte legitimada para hacerlo, en orden a revisar lo que ha sido el método de dosificación adoptado en la primera instancia. 

Debemos centrar nuestro análisis en la inconformidad que se ha hecho expresa en el recurso en torno al tema de la medición de la pena, bajo dos modalidades: la primera, en cuanto al exceso en la ponderación por no partir del límite inferior del cuarto mínimo; y la segunda, por no cumplir los lineamientos propios de la figura concursal.
El letrado ha invocado los parámetros definidos por esta corporación en torno a la razonabilidad y proporcionalidad en el trabajo dosimétrico, motivo por el cual nos corresponde verificar si por parte de la titular del despacho de primer nivel se presentó algún desfase en esa materia por desconocimiento de las reglas procesales, o si, por el contrario, el ejercicio de esa discrecionalidad estuvo inmerso dentro de los linderos de la legalidad.
Para obrar en consecuencia, miremos el contenido del acápite de la sentencia referido a la punición para de allí extraer lo pertinente. Así se procedió:
En primer término, se fijó el marco de referencia atinente al delito de Hurto Calificado y Agravado, para elegir el cuarto inferior de movilidad que oscila entre 72 y 110 meses de prisión al no hallar circunstancias de mayor punibilidad y sí una de menor consistente en no contar con antecedentes penales. Ubicada la sentenciadora en ese rango, no partió del mínimo sino de un monto superior en atención a que la conducta punible que sirve de base es demasiado grave para elegir el quantum inferior, habida consideración al ejercicio de una violencia de gran envergadura contra el taxista con la utilización de armas y amenazas de muerte si no entregaba sus bienes. Con fundamento en ello, optó por un punto equidistante consistente en la línea media de esa franja equivalente a 92 meses de prisión. A partir de allí, se hizo una reducción consistente en las ¾ partes en atención a la indemnización integral de perjuicios de conformidad con el artículo 269 del estatuto punitivo, para un subtotal de 23 meses de prisión. 
A continuación, se hizo el análisis de la sanción que correspondía al delito de Fabricación, tráfico y porte de arma de fuego o municiones, para indicar que el cuarto mínimo a elegir iba entre 48 y 60 meses de prisión, del cual también eligió un punto medio equivalente a 54 meses. 
De lo anterior concluyó que el tipo penal con la pena mayor era el comportamiento contra la Seguridad Pública y no el atentatorio del patrimonio económico ajeno; en consecuencia, sostuvo que el “hasta otro tanto” al que hace alusión el artículo 31 del Código Penal iba hasta 108 meses y la sumatoria de las dos cifras hasta 77 meses de prisión. Por tanto, en respeto a las reglas del concurso, concluyó que la sanción a imponer debía ser la de 65 meses 15 días que era el resultado de sumarle a los 54 meses por el porte, la mitad de lo atinente al delito de hurto.
Por último y en acatamiento a la aceptación de los cargos, disminuyó esa cifra en un 45% para un total final de 36 meses de prisión que fue lo consignado en la parte resolutiva del fallo que ahora se impugna.
De esa secuencia el Tribunal rescata varias cosas: (i) que la funcionaria a quo tuvo el buen cuidado de hacer una ponderación primero individual de cada tipo penal y luego de conjunto, como no es usual en la praxis judicial pero que en realidad es lo que ahora corresponde al tenor del nuevo texto del artículo 31 C.P. cuando en uno de sus apartes expresa: “…sin que fuere superior a la suma aritmética de las que correspondan a las respectivas conductas punibles debidamente dosificadas cada una de ellas”. En ese sentido, no es atinado censurar el proceder de la primera instancia cuando se afirmó que allí se hizo un análisis individual de cada punible, porque eso era un proceder inicial obligatorio a efectos de determinar qué pena era la llamada a aplicarse en cada ilícito y de allí fijar el punto de partida para efectos del concurso; (ii) nos parece que hubo una adecuada, razonable y ponderada aplicación de la pena cuando no se acogió el mínimo del cuarto inferior con fundamento en las causales que contempla el artículo 61 del código penal, muy concretamente, la gravedad de ambas conductas antijurídicas, puesto que en verdad es altamente censurable el proceder, no sólo por la clase de víctima -conductor de un vehículo de servicio público-, sino por el mecanismo utilizado para la intimidación -enseña de instrumentos de fuego seguida de amenazas de muerte-, y la compañía de un menor de edad en la comisión complotada del ilícito; y (iii) que el incremento adicional por la conducta contra el patrimonio económico fue también ajustado al mismo cálculo de ponderación, pues téngase en cuenta que la a quo incrementó también en un punto medio lo establecido por ley para el injusto de hurto como delito concursante, respetando con ello la no sumatoria aritmética de las penas como ya quedó refrendado en párrafo anterior y que constituye un límite infranqueable por parte del juez que aquí no ha sido desbordado.
Obviamente la defensa hace bien en rescatar la actitud post-delictual de su procurado, en cuanto admitió los cargos formulados e indemnizó integralmente a la víctima, por ser factores todos ellos favorables hacia la recomposición personal de quien ha delinquido, pero tal situación no puede obnubilarnos acerca de lo siguiente: (i) que el hecho, como lo admite la parte que recurre, fue demasiado grave; (ii) que ya se concedieron los condignos descuentos de pena por esos conceptos y en una muy buena proporción, pues téngase en cuenta que el fallo de primer grado disminuyó el máximo posible de lo permitido por ley para la reparación integral, esto es, las ¾ partes de la pena imponible; y (iii) que no obstante las circunstancias deplorables en la comisión de este hecho y el grado de lesión a los bienes jurídicos puestos en juego, la iudex a quo no estableció como sanción el máximo del primer cuarto, sino que se mantuvo en la línea media en acatamiento a una ponderación ajustada a la realidad del caso concreto.
Al ser ello así, a esta corporación no le queda otra alternativa que acompañar lo determinado en la primera instancia y avalar la sanción privativa de la libertad finalmente impuesta. 
En ese orden, tampoco hay lugar a hacer modificación alguna a lo definido en cuanto a la negación del subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, por la elemental razón que un comportamiento como el investigado amerita sin lugar a dudas la efectividad de la sanción en centro de reclusión, tal y como lo argumentó con buen tino la juez de la causa.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso. 

Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados,
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

      LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
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